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2.2.

sabilidad en la gestión que, en su caso, deban seguirse de tales déficits.
Dicho procedimiento deberá ajustarse, en todo caso, a lo que establezca el
contenido de la Ley de Presupuestos Generales del Estado del ejercicio
correspondiente».

PLANES SECTORIALES

Junto a los planes que hemos dado en llamar subjetivos, aparecen
otros que podríamos denominar sectoriales, y que se caracterizan por-
que su concepto delimitador es un área de actividad. Evidentemente
son ejecutados por uno o varios sujetos del sector público, pero lo que
agrupa la actuación es el área material a que se dirige la actividad pla-
nificada.

Antes de nada, quiere hacerse referencia a una situación que en
nuestra opinión es errónea y generadora de problemas: los planes
deben referirse a materias, no a actividades, es decir el rasgo defini-
torio de un plan sectorial es el «sector» en el que se quiere operar y
obtener determinados objetivos, no es adecuado realizar planes cuyo
objeto sea una actividad.

Puede exponerse mejor con un ejemplo, si se quiere obtener la
igualdad entre hombres y mujeres es lógico, incluso es preciso, esta-
blecer un plan de igualdad en el que se determinarán concretos obje-
tivos y esos objetivos pueden alcanzarse, entre otras técnicas,
mediante la celebra celebración de contratos y la concesión de sub-
venciones, pero la contratación y las subvenciones son técnicas y no
se deben considerar como objeto de un plan una técnica.

Bien es cierto que, tanto la Ley General de Subvenciones, Ley
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en adelante
LGS y la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector
Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y
2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, en adelante LCSP, prevén res-
pectivamente la existencia de planes estratégicos de subvenciones y
de la Estrategia Nacional de Contratación, pero esto es maniqueísmo,
no hay un objetivo o no debe establecerse un objetivo de cómo con-
tratar, podría darse el supuesto de que no hubiera que celebrar con-
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2.2.1.

tratos, en cuyo caso el objetivo sería ninguno, y además genera con-
fusión que el objeto de un plan sea una técnica y no un área.

En ese sentido el artículo 8 de la LGS determina como contenido
de los planes estratégicos de subvenciones «los objetivos y efectos que
se pretenden conseguir con la aplicación del plan», cuando los objetivos
son los de las políticas públicas que pretenden ejecutarse con la con-
cesión de las subvenciones.

Así el artículo 10.1 del Reglamento de la LGS, aprobado por el Real
Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento
de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, en
adelante RGS define los planes estratégicos de subvenciones como
«un instrumento de planificación de las políticas públicas que tengan por
objeto el fomento de una actividad de utilidad pública o interés social o
de promoción de una finalidad pública».

Por otro lado, el artículo 11.1 del RGS determina que en el ámbito
de la Administración General del Estado se aprobará un plan estraté-
gico para cada Ministerio que abarcará las subvenciones tanto de sus
órganos como de los organismos y demás entes públicos a él vincula-
dos.

Exigencia en la que late la coherencia de que debieran existir pla-
nes de actuación por cada Ministerio, como más arriba se propugna.

Dicho lo anterior dentro de los planes sectoriales va a distinguirse
entre los establecidos por norma legal y los que se realizan por decisión
de los diferentes entes del sector público y em ambos casos va a tra-
tarse especialmente el aspecto financiero, es decir si prevén el gasto
que ha de suponer la ejecución del plan.

Planes sectoriales previstos legalmente

Va a hacerse referencia a varios planes cuya existencia prevén
normas con rango de Ley.

Existen multitud de planes previstos, pero se van a estudiar sólo
aquellos que gozan de una regulación con un cierto contenido que per-
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2.2.1.1.

mita valorar el aspecto financiero de los mismos o constatar su no
previsión en la normativa del plan.

Por ejemplo, se lamenta no poder estudiar aquí el Plan Estratégico
de Igualdad de Oportunidades. Previsto en el artículo 17 de la Ley
Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres
y hombres, pues su regulación legal es sumamente escasa.

Existen varios planes reglados legalmente con una cierta exten-
sión, y se han seleccionado para su estudio los que se han estimado
como más significativos, en la confianza que podrá obtener una imagen
fiel del conjunto.

Regulación de la planificación en materia de recursos humanos

El artículo 69 de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público
(Texto Refundido aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2015,
de 30 de octubre) en adelante EBEP, principia definiendo el objetivo
de la planificación de los recursos humanos en las Administraciones
Públicas que es «contribuir a la consecución de la eficacia en la pres-
tación de los servicios y de la eficiencia en la utilización de los recursos
económicos disponibles mediante la dimensión adecuada de sus efec-
tivos, su mejor distribución, formación, promoción profesional y movi-
lidad».

Debe alabarse la definición remitiéndonos para los conceptos de
eficacia y eficiencia desde la perspectiva de gestión del gasto público
a la monografía del autor en esta misma Colección «La administración
de fondos públicos y su patología», pudiendo simplemente reunirse
aquí que la eficacia sería el principio de la gestión económico-finan-
ciera consistente en conseguir los objetivos establecidos por una
organización, programa, proyecto, actividad o función y la eficiencia
como el principio de la gestión económico-financiera consistente en
conseguir la mejor relación posible entre los resultados obtenidos por
una organización, programa, proyecto, actividad o función y los recur-
sos empleados para conseguir aquellos.

El artículo 69.2 del EBEP establece que las Administraciones
Públicas podrán aprobar Planes para la ordenación de sus recursos
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humanos, no establece su obligatoriedad, pero sí dice que han de
incluir entre otras, algunas de las siguientes medidas:

Análisis de las disponibilidades y necesidades de personal, tanto
desde el punto de vista del número de efectivos, como del de los per-
files profesionales o niveles de cualificación de los mismos.

Previsiones sobre los sistemas de organización del trabajo y modi-
ficaciones de estructuras de puestos de trabajo.

Medidas de movilidad, entre las cuales podrá figurar la suspensión
de incorporaciones de personal externo a un determinado ámbito o la
convocatoria de concursos de provisión de puestos limitados a perso-
nal de ámbitos que se determinen.

Medidas de promoción interna y de formación del personal y de
movilidad forzosa de conformidad con lo dispuesto en el capítulo III del
presente título de este Estatuto.

La previsión de la incorporación de recursos humanos a través
de la Oferta de empleo público, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 70.

Y el artículo 70.1 del EBEP dice que «(l)as necesidades de recursos
humanos, con asignación presupuestaria, que deban proveerse mediante
la incorporación de personal de nuevo ingreso serán objeto de la Oferta
de empleo público, o a través de otro instrumento similar de gestión de la
provisión de las necesidades de personal, lo que comportará la obligación
de convocar los correspondientes procesos selectivos para las plazas com-
prometidas y hasta un diez por cien adicional, fijando el plazo máximo
para la convocatoria de los mismos. En todo caso, la ejecución de la oferta
de empleo público o instrumento similar deberá desarrollarse dentro del
plazo improrrogable de tres años».

Lo que en realidad es no atribuir ningún contenido financiero a la
planificación de recursos humanos, que mediante la mención de la
«asignación presupuestaria» está remitiendo a la elaboración de los
presupuestos de cada Administración.

2. La planificación en el sector público. El alcance de su regulación
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2.2.1.2.

•

•

Lo anterior es lógico, y debe significar que el análisis de las nece-
sidades de personal ha de ser el objeto fundamental en el que se base
las previsiones/solicitudes de crédito para la unidad a que se refiera el
respectivo plan.

Regulación de la planificación en materia subvencional

El artículo 8.1 de la LGS exige que cualquier ente público que pre-
tenda establecer una subvención ha de aprobar con carácter previo un
plan estratégico de subvenciones.

Sería el supuesto de mayor efecto de un plan, pues en teoría no
puede concederse una subvención si no está incluida en el plan estra-
tégico de subvenciones.

Aunque hay que hacer dos matices a lo acabado de expresar:

La Disposición Final Décima Tercera de la Ley 31/2022, de
23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para el año 2023 ha modificado el artículo 8.1 de la LGS
mediante la introducción en el mismo de un segundo inciso
que dice que «(l)as bases reguladoras de cada subvención
harán referencia al Plan estratégico de subvenciones en el que
se integran, señalando de qué modo contribuyen al logro de sus
OBJETIVOS; en otro caso, deberá motivarse por qué es nece-
sario establecer la nueva subvención, incluso aun no habiendo
sido prevista en el Plan, y la forma en que afecta a su cumpli-
miento»; es decir que ahora se permite excepcionalmente la
existencia de subvenciones sin estar sustentadas en un plan
estratégico.

Como se expone en la ya citada monografía del autor en esta
misma Colección «La administración de fondos públicos y su
patología», la aplicación práctica de los panes estratégicos de
subvenciones es relativamente escasa.

Por otro lado, el artículo 8 de la LGS no atribuye un gran contenido
a los planes estratégicos de subvenciones, solamente determina que
han de concretar los objetivos y efectos que se pretenden conseguir
con la aplicación del plan, el plazo necesario para su consecución, los
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•

•

○

○

costes previsibles y sus fuentes de financiación, supeditándose en todo
caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

Sí puede apreciarse que dentro de ese contenido hay una mención
al aspecto financiero, dado que los planes estratégicos de subvenciones
han de referirse a las fuentes de financiación.

En realidad, el artículo 8 exige que se concreten. Una muestra más
de la virtualidad que pretendía la LGS atribuir a los planes estratégi-
cos.

La exigüidad del contenido del artículo 8 de la LGS contrasta con
el amplio contenido de los artículos 10 a 14 del RGS.

Para lo que aquí interesa, el artículo 10 del RGS determina que los
planes estratégicos de subvenciones deberán ser coherentes con los
programas plurianuales ministeriales en la Administración del Estado
y deberán ajustarse, en todo caso, a las restricciones que en orden al
cumplimiento de los objetivos de política económica y de estabilidad
presupuestaria se determinen para cada ejercicio.

Y en cuanto al contenido financiero de los planes estratégicos, el
artículo 12 del RGS establece el siguiente:

los objetivos estratégicos habrán de estar vinculados con los
objetivos establecidos en los correspondientes programas
presupuestarios.

las líneas de subvención, siguiente escalón en el que se desa-
rrollan los objetivos del plan estratégico, «en las que se con-
creta el plan» dice literalmente el artículo 12.1.b) del RGS, y
respecto a las que deben explicitarse:

los costes previsibles para su realización.

las fuentes de financiación.

Como conclusión de la regulación de los planes estratégicos de
subvenciones en su aspecto financiero cabe señalar su extraordinaria
y correcta vinculación permanente a los presupuestos generales de la
Administración correspondiente.

2. La planificación en el sector público. El alcance de su regulación

33



2.2.1.3.

•

•

•

•

Posteriormente se estudia un plan estratégico de subvenciones
concreto, donde queda reflejada esa vinculación.

Regulación de la planificación en materia de publicidad y
comunicación institucional

La Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad y Comunicación
Institucional, tiene por objeto establecer el régimen jurídico de el
régimen jurídico de las campañas institucionales de publicidad y de
comunicación promovidas o contratadas por la Administración General
del Estado y por las demás entidades integrantes del sector público
estatal.

En su artículo 12 la Ley regula el Plan anual de publicidad y comu-
nicación institucional. El precepto ha sido desarrollado por el Real
Decreto 947/2006, de 28 de agosto.

El artículo del Real Decreto 647/2006 que aquí interesa glosar es
el 11, del cual cabe extraer:

Que el Plan anual de publicidad y comunicación institucional
integrará todas las campañas institucionales que, cualquiera
sea su duración, prevea desarrollar a lo largo del ejercicio la
Administración General del Estado y los organismos y enti-
dades adscritos a ésta.

Que el Plan será aprobado por el Consejo de Ministros en
enero de cada año.

Que el proyecto de Plan será elaborado, de conformidad con
las respectivas propuestas departamentales y que cada una de
estas «integrará, junto a las del propio departamento, las de los
organismos y entidades a él adscritos».

Que en el Plan ha de constar el coste previsible de cada cam-
paña.

Puede observarse en la regulación del Plan Anual de publicidad y
comunicación institucional es similar en cuanto a su corrección a la de
los planes estratégicos de subvenciones.
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2.2.1.4.

A)

Así se prevé que las actuaciones de publicidad estén articuladas
por Ministerio.

Por otro lado, el aspecto financiero, aunque parezca poco tratado
no es así, pues el Plan debe prever el coste estimado de cada campaña
y al aprobarse de manera conjunta y en enero, la disponibilidad presu-
puestaria está clara. Es de esperar que cada Ministerio, al realizar sus
propuestas/solicitudes de créditos para el ejercicio siguiente en el
procedimiento de elaboración de los Presupuestos Generales del
Estado tenga previsto el coste de las campañas que desea realizar.

Regulación de la planificación de la contratación pública

En la monografía colectiva de esta Colección denominada «Situa-
ción y problemática actual de la contratación» el autor abordó precisa-
mente la parte correspondiente de la planificación de la contratación,
por lo cual se remite a la misma, tratando aquí solamente lo preciso
para la presente obra.

Deben distinguirse dos tipos de precepto en la LCSP que se refie-
ren a la planificación: los que se refieren a concretas actividades de
planificación para la preparación y licitación de determinados contratos
y los que se refieren a la actividad contractual general.

Concretas actividades de planificación de contratación

Como planificación conecta sólo cabe referirse a las consultas prelimina-
res al mercado reguladas en el artículo 115 de la LCSP y a la adhesión al
sistema estatal de contratación centralizada de entes que no estén obligados
a pertenecer al mismo, regida por el párrafo 3 del artículo 229.

Respecto a las consultas preliminares al mercado, y para lo que
ahora interesa, el párrafo 2 del artículo 115 de la LCSP señala que el
asesoramiento que se solicita con las consultas preliminares al mer-
cado «será utilizado por el órgano de contratación para planificar el pro-
cedimiento de licitación», siendo por tanto planificación a efectos de un
contrato determinado, pero en realidad el conocimiento obtenido de
una consulta preliminar lo propio es que se utilice para preparar una
pluralidad de contratos, y así se hace en la práctica.

2. La planificación en el sector público. El alcance de su regulación
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La presente entrega de LOS DIEZ ESENCIALES de Aranzadi, bajo el título «La vertiente financiera 
de los planes públicos. La eficacia y control de los planes», bajo de la dirección de la Colección 
por Alberto Palomar Olmeda, constata que la inmensa mayoría de los planes que se aprueban 
para la adecuada gestión del sector público exigen para su ejecución la realización de gasto y 
sin embargo muchos de los planes no prevén su financiación. 
La monografía estudia en primer lugar la regulación de la planificación de la actividad pública, 
ya tratada en otras monografías del autor en esta Colección, pero distinguiéndose ahora entre 
la regulación de los planes subjetivos y la de los «sectoriales», a continuación se trata con ca-
rácter general el aspecto financiero de los planes sectoriales, posteriormente la elaboración de 
los presupuestos de las Administraciones públicas, más concretamente la de los Presupuestos 
Generales del Estado y la incardinación en los mismos de planes «sectoriales».
Por último, se analiza la eficacia de los planes y tras la constatación de que la misma es escasa, 
se propone alguna medida de lege ferenda para paliarlo.
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